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La regulación italiana del blanqueo de capitales. Perfiles generales y propuestas 
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Title: Italian regulation of money laundering. General outlines and proposals for reform.

Sumario: 1. Introducción. 2. El “descubrimiento” de las actividades de blanqueo de capitales como fenómeno delictivo de 
la economía moderna y la génesis de la legislación italiana sobre blanqueo de capitales. 3. El marco de mayor relevancia 
“europea” de las actividades de blanqueo de capitales descrito por la Directiva (UE) 2018/1673 y las reformas introducidas 
por el Decreto Legislativo nº 195/2021. 4. La regulación actual del delito de “Blanqueo de capitales” (“Riciclaggio”) y el 
de “Receptación” (“Ricettazione”). 5. Disciplina actual del delito de “Utilización de dinero, bienes o beneficios de origen 
ilícito”. 6. Disciplina actual del delito de “Auto-blanqueo” (“Autoriciclaggio”). 7. La legislación sobre “Transferencia 
fraudulenta de valores”. 8. Las normas relativas al denominado “decomiso ampliado”. 9. La obligación de informar sobre 
transacciones sospechosas. 10. Conclusiones y perspectivas de refundación de la normativa actual.
Summary: 1. Introduction. 2. The “discovery” of money laundering activities as a criminal phenomenon of the modern 
economy and the genesis of the Italian legislation on money laundering. 3. The framework of greater “European” rele-
vance of money laundering activities described by Directive (EU) 2018/1673 and the reforms introduced by Legislative 
Decree no. 195/2021. 4. The current regulation of the offence of “Money laundering” (“Riciclaggio”) and that of “Re-
ceiving” (“Ricettazione”). 5. The current discipline of the offence of “Use of money, property or proceeds of crime”. 6. 
The current discipline of the offence of “Self-laundering” (“Autoriciclaggio”). 7. The legislation on “Fraudulent transfer 
of securities”. 8. The rules concerning the so-called “extended confiscation”. 9. The obligation to report suspicious tran-
sactions. 10. Conclusions and prospects for a recast of the current rules.

Resumen: En este artículo se analiza la normativa italiana en materia de “blanqueo de capitales”, teniendo en cuenta la 
evolución global de la normativa más relevante y pasando a ilustrar la legislación vigente en la actualidad como con-
secuencia de las recientes modificaciones de aplicación de la Directiva (UE) 2018/1673. El estudio concluye con una 
evaluación general de la disciplina, también con la perspectiva de una futura reforma.
Palabras clave: blanqueo de capitales, autoblanqueo, receptación, transferencia fraudulenta de valores, decomiso.

Abstract: This article analyses the Italian regulations on “money laundering”, taking into account the overall evolution 
of the most relevant legislation and then proceeding to illustrate the legislation in force today as a result of the recent 
amendments implementing Directive (EU) 2018/1673. The study concludes with an overall assessment of the discipline, 
also with a view to future reform.
Key words: money laundering, self-laundering, receiving, fraudulent conveyance of value, confiscation

Observaciones: Texto de la conferencia pronunciada el 15 de julio de 2022, en el marco del “IV Máster propio inter-
nacional en prevención y represión del blanqueo de dinero, fraude fiscal y compliance” organizado en la Facultad de 
Derecho de la Universidad de Santiago de Compostela.
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1. INTRODUCCIÓN

Con la emisión de la Directiva (UE) 2018/1673, la 
Unión Europea elaboró un marco muy amplio y articu-
lado de prescripciones destinadas a obligar a los distin-
tos Estados miembros a adoptar medidas destinadas a 
aplicar lo que se ha definido expresamente como «lu-
cha contra el blanqueo de capitales a través del derecho 
penal».

Se trató de una postura especialmente firme e incisi-
va y, al mismo tiempo, una de las ocasiones más impor-
tantes de intervención directa del legislador europeo en 
materia de derecho penal.

El plazo para la aplicación de esta Directiva se había 
fijado para el 3 de diciembre de 2020 e Italia llevaba 
un gran retraso en el cumplimiento de esta obligación 
específica de la UE. El proceso de transposición de la 
Directiva sólo ha concluido con el reciente Decreto Le-
gislativo nº 195, de 8 de noviembre de 2021, y sólo des-
pués de que el Estado italiano haya sido informado del 
inicio de un procedimiento de infracción explícito ini-
ciado contra él por la Comisión Europea, de conformi-
dad con el artículo 258 del Tratado de Funcionamiento 
de la Unión Europea1.

A pesar de este innegable retraso, en el plano sustan-
tivo, sin embargo, la anterior legislación italiana ya se 
caracterizaba por una disciplina que, en su conjunto, 
podía considerarse ampliamente conforme a las obliga-
ciones de intervención dictadas en 2018 por la Unión 
Europea. De hecho, no es casualidad que, en conjunto, 
las innovaciones introducidas por el Decreto Legislati-
vo nº 195/2021 hayan parecido bastante circunscritas 
y limitadas2.

Para comprender con mayor precisión el impacto 
de esta última reforma y, sobre todo, para ofrecer una 
imagen actualizada de la situación normativa y juris-
prudencial actual del ordenamiento jurídico italiano 

1 La estricta necesidad de encontrar una solución capaz de frenar este procedimiento de infracción también se menciona expresa-
mente en la memoria explicativa del Proyecto de Decreto Legislativo enviado por el Gobierno a la Presidencia del Senado el 6 de agosto 
de 2021: ver Sistema Penale, 13.08.2021.

2 Sobre este punto, con referencia al proyecto de decreto legislativo inicial, véase en particular bellaGamba F., In dirittura d’arrivo 
la riforma del riciclaggio: alcune proposte di modifica per andare oltre il mancato recepimento della direttiva europea, en Sistema Penale, 
11.10.2021; Giunta F., L’Europa chiede un ulteriore giro di vite nel contrasto del riciclaggio, en Discrimen, 2021, 353 ss.; morabito M.A., 
Lo schema di decreto legislativo per l’attuazione della direttiva UE 2018/1673 sulla lotta al riciclaggio mediante il diritto penale: analisi e 
considerazioni, en Giurisprudenza Penale Web, 2021, n. 9, 1 ss. En relación con el Decreto Legislativo final nº 195/2021, véase bellaGamba 
F., La riforma del riciclaggio è legge: un’occasione mancata per andare oltre il mero recepimento della direttiva europea, en Diritto Penale 
e Processo, 2022, 445 ss.; muSCo E. (obra concebida por), Riciclaggio, autoriciclaggio e reimpiego, con la contribución de Ardito F. e Mar-
tuscelli A., Bologna, 2022; PeStelli G., Riflessioni critiche sulla riforma dei reati di ricettazione, riciclaggio, reimpiego e autoriciclaggio di 
cui al d.lgs. 8 novembre 2021, n. 195, en Sistema Penale, 2021, fasc. 12, 49 ss.; Santoriello C., Dalla modifica delle fattispecie in tema di 
riciclaggio ad un’ipotesi di responsabilità a tutto campo per gli enti collettivi?, en Rivista231, 2022, fasc. 2, 9 ss. Para un examen general de 
esta reforma, me remito también a melCHionDa A., Il nuovo piano normativo per la “lotta al riciclaggio mediante il diritto penale”, en Archivio 
Penale, n. 2 Maggio-Settembre 2022 (Web), 1 ss.

3 En general, para un resumen de las premisas históricas del debate italiano sobre el tema del blanqueo de capitales, véanse: 
zanCHetti m., Il riciclaggio di denaro proveniente da reato, Milano, 1997, 1 ss.; iD., Riciclaggio, en Digesto discipline penalistiche, XII, Torino, 
1997, 203 ss.; Dell’oSSo a.m., Riciclaggio di proventi illeciti e sistema penale, Torino, 2017, 5 ss.

en materia de blanqueo de capitales, antes de pasar a 
examinar cada uno de los delitos, resulta ciertamente 
útil seguir en orden esta evolución progresiva de la le-
gislación italiana.

2. EL “DESCUBRIMIENTO” DE LAS ACTIVIDA-
DES DE BLANQUEO DE CAPITALES COMO FE-
NÓMENO DELICTIVO DE LA ECONOMÍA MO-
DERNA Y LA GÉNESIS DE LA LEGISLACIÓN 
ITALIANA SOBRE BLANQUEO DE CAPITALES

La conciencia de la importancia que asume el blan-
queo de capitales como fenómeno delictivo propio de 
la economía moderna se ha registrado con mayor preci-
sión sólo en épocas relativamente recientes. De hecho, 
hasta mediados de los años 70, se desconocía la impor-
tancia cada vez mayor que asumía la expansión de la 
reutilización del capital ilícito en los circuitos econó-
micos y financieros normales3.

En el contexto de la experiencia italiana, el descu-
brimiento de este fenómeno se vio sin duda favorecido 
por la especial atención con la que, precisamente en ese 
periodo histórico, se investigaron los mecanismos ope-
rativos de la delincuencia organizada. Quedó así claro 
que, debido en parte a la progresiva transformación de 
las asociaciones delictivas, el volumen de capital acu-
mulado y reinvertido en los mercados había alcanzado 
ya unos niveles tales que representaban un elemento 
perturbador de la economía legal y una amenaza para 
el libre desarrollo del sistema democrático.

Al mismo tiempo, las rápidas transformaciones que 
han marcado el más reciente desarrollo de los mecanis-
mos operativos de los sistemas financieros han favo-
recido el avance de soluciones más fáciles, rápidas y 
seguras para ocultar el origen de los activos, capitales 
u otros instrumentos con relevancia económica. Des-
de este punto de vista, en efecto, la globalización de 
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las economías, definida por algunos como el punto de 
inflexión económico más importante desde la revolu-
ción industrial, ha llevado a la fusión de los sistemas 
económicos y financieros nacionales en un único gran 
mercado integrado, caracterizado por una importante 
expansión de la liquidez.

La versatilidad de las situaciones que han dado lu-
gar al surgimiento de este nuevo fenómeno criminal 
ciertamente ha dificultado la identificación de un tipo 
penal apto para describir todas las conductas de lavado 
de activos de manera integral. Y esto, también en Italia 
como en varios otros países, ha provocado inmediata-
mente muchos problemas en la búsqueda legislativa de 
una figura criminal que realmente pueda enmarcar este 
fenómeno en los rígidos esquemas de tipificación nor-
mativa propia de la intervención penal.

Como ya he comentado antes, hasta 1978 la legisla-
ción italiana no preveía disposiciones específicas sobre 
blanqueo de capitales y las conductas hoy imputables 
a la figura delictiva actual eran punibles sólo en la me-
dida en que integraban los delitos de “Receptación” o 
como casos particulares de “complicidad”, sancionados 
en Italia con el delito autónomo de “Favoreggiamento 
reale”, con el que se castiga la conducta de “ayudar 
otros a obtener ganancias ilícitas”.

Una primera disposición formulada expresamente 
con la intención de introducir un delito específico de 
blanqueo de capitales sólo fue prevista por el “Decreto 
Legge” nº 59, de 21 de marzo de 1978, que incluyó en 
el artículo 648-bis del Código Penal un nuevo delito 
denominado “Sustitución de dinero o valores proce-
dentes del robo agravado, la extorsión agravada o el 
secuestro con fines de extorsión”: se preveía así la san-
ción de cualquier persona que, fuera de los supuestos 
de participación en el delito, cometiera actos de sus-
titución o actos destinados a sustituir el dinero o los 
valores derivados de dichos delitos específicos por otro 
dinero u otros valores, actuando con el fin de procurar 
un lucro para sí mismo o para otros o para ayudar a 
los autores de dichos delitos específicos a obtener el 
producto del delito4.

El tipo dejó patente la fuerte función accesoria de 
esta nueva incriminación con respecto a la represión 
de los delitos tan específicamente referidos como pre-
rrequisito para la nueva incriminación, delitos que, en 
la práctica, constituían el verdadero objetivo que había 
inspirado al legislador de 19785.

4 En particular, véanse: Dalia a.a., L’attentato agli impianti e il delitto di riciclaggio, Milano, 1982, 58 ss.; PeCorella G., Denaro (sos-
tituzione di), en Digesto discipline penalistiche, III, Torino, 1989, 366 ss.

5 fliCK G.m., La repressione del riciclaggio ed il controllo della intermediazione finanziaria. Problemi attuali e prospettive, en Rivista 
italiana di diritto e procedura penale, 1990, 1255 ss.

6 Véase por todos Colombo G., Il riciclaggio, Milano, 1990, passim; PeCorella G., Circolazione del denaro e riciclaggio, en Rivista 
italiana di diritto e procedura penale, 1991, 1220 ss.

Posteriormente, el artículo 648-bis del código penal 
fue corregido con la “Legge” del 19 de marzo de 1990 
n. 55, que, en la perspectiva de la armonización de la 
legislación italiana con las disposiciones de la Con-
vención de Viena de 1988, adoptó por primera vez el 
nombre de “Riciclaggio” e introdujo novedades signi-
ficativas6.

Un primer cambio se refería a la ampliación del 
elenco de posibles conductas punibles, equiparando la 
conducta de “sustitución” a las actividades destinadas 
en todo caso a obstaculizar la identificación del origen 
de los bienes; bienes en relación con los cuales la re-
ferencia original a “dinero o valores” se amplió con la 
expresión “dinero, bienes u otros servicios”.

Además, con el objetivo evidente de facilitar una 
simplificación de la carga de la prueba, ha sido supri-
mida la previsión de una finalidad específica basada en 
la necesidad de actuar para obtener un beneficio para 
uno mismo o para otros, permitiendo así la punibilidad 
del hecho independientemente de la identificación de 
un propósito particular.

La configuración “anticipada” del delito se modificó 
aún más, con la eliminación de la referencia a los “ac-
tos o hechos destinados a la sustitución” de determi-
nados bienes, considerando únicamente la conducta de 
sustitución efectiva de bienes.

Esta nueva formulación del delito supuso, sin duda 
alguna, un importante cambio respecto de la interpre-
tación que se venía haciendo de esta figura delictiva y 
confirmó la conciencia adquirida del peligro directo del 
blanqueo de capitales y la necesidad de una evaluación 
de este fenómeno en una perspectiva que ya no es solo 
retrospectiva y de prevención del delito precedente.

La reforma de 1990 también afectó a la conducta de 
uso posterior de bienes blanqueados, hipótesis que fue 
apartada del marco aplicativo de la norma prevista por 
el art. 648-bis c.p. y que fue considerada de manera au-
tónoma y separada por una disposición adicional, el ar-
tículo 648-ter del Código Penal, con el cual se incluyó 
en el código el nuevo delito de “Utilización de dinero, 
bienes o beneficios de origen ilícito”.

Se trata de una norma que fue introducida por el le-
gislador con el objetivo de sancionar la tercera fase de 
implementación de la conducta típica de blanqueo de 
capitales, identificada en la denominada “integration 
stage” (“Etapa de integración”).
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Sin embargo, esta configuración de la nueva legis-
lación puso inmediatamente de manifiesto la compleja 
problemática de su valoración específica, debido a la 
considerable dificultad de probar el conocimiento efec-
tivo de la procedencia ilícita de los bienes de un delito 
previo específico.

En la declarada perspectiva de superar estos proble-
mas, en el año 1993 tuvo lugar una tercera reforma del 
marco legal sobre el blanqueo de capitales. En parti-
cular, la “Legge” nº 328 de 9 de agosto de 1993, pro-
mulgada en ratificación del Convenio de Estrasburgo 
de 1990, amplió la aplicabilidad de los delitos previstos 
en los artículos 648-bis y 648-ter del Código Penal al 
producto de cualquier delito no imprudente.

Frente a este marco normativo inicial, que durante 
muchos años permitió apreciar un cumplimiento se-
guro de la legislación italiana con las posteriores di-
rectivas de la UE, a finales del año 2014 se produjo 
otro avance importante. Hasta esa fecha, la legislación 
italiana sobre el blanqueo de capitales se había carac-
terizado siempre por la previsión del llamado “bene-
ficio de autoblanqueo”, es decir, por las cláusulas de 
reserva presentes en el inicio de los artículos 648-bis 
y 648-ter del Código Penal, que prevén la punibilidad 
del agente sólo «fuera de los casos de complicidad en 
el delito»7. La Ley 186, de 15 de diciembre de 2014, 
cambió esta situación y, con la disposición del nue-
vo artículo 648-ter.1, se introdujo en el Código Penal 
italiano el delito de “Auto-blanqueo” (“Autoriciclag-
gio”)8.

Desde principios de enero de 2015, este delito es, por 
tanto, parte integrante de la legislación italiana sobre 
blanqueo de capitales.

7 Sobre esta crítica véanse en particular: Seminara S., I soggetti attivi del riciclaggio tra diritto vigente e prospettive di riforma, en Diri-
tto penale e processo, 2005, 239 ss.; Dell’oSSo A.M., Riciclaggio e concorso nel reato presupposto: difficoltà di inquadramento ed esigenze 
di intervento legislativo, en Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2011, 1275 ss.; CaVallini S. – troyer L., La “clessidra” del riciclaggio 
ed il privilegio di self-laundering: note sparse a margine di ricorrenti, astratti furori del legislatore, en Diritto penale contemporaneo Rivista 
Trimestrale, 2014, 61 ss.

8 Recientemente, para un examen completo del proceso legislativo que condujo a la introducción de este delito, véase para todos 
CiVello G., Autoriciclaggio: teoria e prassi, Torino, 2022, 1 ss. Para otras referencias, véase también infra.

9 In effetti, come è stato osservato (v. morabito M.A., op. cit., 5), la definizione europea di riciclaggio è sempre stata molto ampia 
ed estesa alla considerazione «di tutte le varie condotte di placement, layering ed integration. La condotta integrante la nozione nostrana 
di ricettazione, infatti, era già contenuta sin nella prima direttiva antiriciclaggio 91/308/CEE, laddove all’art. 1 venivano definite come azioni 
costituenti riciclaggio anche “l’acquisto, la detenzione o l’utilizzazione di beni nella consapevolezza, al momento della ricezione, che i beni 
provengono da un’attività criminosa o da una partecipazione a tale attività”. Ciò in conformità a quanto definito dalla Convenzione di Vienna 
del 1988 (art. 3) e dalla Convenzione di Strasburgo del 1990 (art. 6). La nozione ampia di riciclaggio vincolante per gli Stati membri è stata 
poi ribadita in tutte le direttive AML approvate negli anni successivi».

10 V. in particolare la definizione del concetto di “riciclaggio”, che è prevista all’art. 2 del D.Lgs. 21 novembre 2007, n. 231, recante 
“Attuazione della direttiva 2005/60/CE concernente la prevenzione dell’utilizzo del sistema finanziario a scopo di riciclaggio dei proventi 
di attività criminose e di finanziamento del terrorismo nonché della direttiva 2006/70/CE che ne reca misure di esecuzione». Sul punto, 
proponendo una precipua rilettura storica del percorso che ha contrassegnato l’evoluzione normativa in chiave comparata della nozione 
di “riciclaggio”, v. Di Vizio F., Il riciclaggio nella prospettiva penale ed in quella amministrativa. Definizioni di riciclaggio, in Quaderni de-
ll’antiriciclaggio, Roma, 2017, n. 8, 1 ss.

3. EL MARCO DE MAYOR RELEVANCIA “EURO-
PEA” DE LAS ACTIVIDADES DE BLANQUEO DE 
CAPITALES DESCRITO POR LA DIRECTIVA (UE) 
2018/1673 Y LAS REFORMAS INTRODUCIDAS 
POR EL DECRETO LEGISLATIVO Nº 195/2021

Sin embargo, la posterior promulgación de la Di-
rectiva (UE) 2018/1673 ha dado lugar a nuevas obli-
gaciones de reforma de la legislación italiana; y, ello, 
sobre todo, debido a la mayor amplitud de la noción de 
“blanqueo de capitales” que ha sido así delimitada por 
el ordenamiento jurídico de la Unión Europea.

En términos conformes, en verdad, tanto con indica-
ciones ya presentes en directivas anteriores9 como en 
otras fuentes de la normativa italiana ya en vigor10, este 
mayor marco de referencia se puso de manifiesto sobre 
todo a la luz de lo dispuesto en el artículo 3 de la Di-
rectiva (UE) 2018/1673, a través del cual se incluyeron 
en el concepto europeo de “blanqueo de capitales” las 
siguientes conductas penalmente relevantes:

«a) la conversión o transferencia de bienes, realizada 
a sabiendas de que los bienes proceden de una actividad 
delictiva, con el fin de ocultar o encubrir el origen ilícito 
de los bienes o de ayudar a cualquier persona implicada 
en dicha actividad a eludir las consecuencias jurídicas de 
su conducta;

b) la ocultación o el encubrimiento de la verdadera na-
turaleza, el origen, la ubicación, la disposición, el movi-
miento, la propiedad o los derechos sobre los bienes a sa-
biendas de que éstos proceden de una actividad delictiva;

c) la adquisición, posesión o utilización de bienes a sa-
biendas, en el momento de su recepción, de que proceden 
de una actividad delictiva».
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Sin perjuicio de la referencia ya explícita a la nece-
sidad de dar importancia únicamente a las conductas 
cometidas con el “conocimiento” del origen ilícito de 
los activos en cuestión, también fue de especial impor-
tancia la aclaración adicional de que tales conductas 
sólo deben ser penalizadas si se cometen “intencio-
nadamente” (véase el artículo 3, párrafo 1). Por otro 
lado, se dejaba al libre juicio de los Estados miembros 
la adopción de otras medidas necesarias para que las 
citadas conductas pudieran ser consideradas también 
como infracciones penales cuando «el autor sospecha-
ba o debería haber sabido que los activos procedían de 
una actividad delictiva».(véase el artículo 3, párrafo 2).

La misma Directiva también preveía una exclusión 
específica para los casos de «blanqueo de capitales 
relativos a los activos procedentes de delitos que per-
judican los intereses financieros de la Unión», ya que 
este sector ya estaba cubierto por las disposiciones 
más específicas de la Directiva (UE) 2017/1371, de 5 
de julio de 2017, por la que se establecen normas para 
la “Lucha contra el fraude que afecta a los intereses 
financieros de la Unión por medio del Derecho penal” 
(la llamada “Directiva PIF”), normas que luego fueron 
implementadas en la legislación italiana por el Decreto 
Legislativo n.º 75 de 14 de julio de 202011.

En el plano de la armonización sustantiva de los de-
litos específicos, los perfiles más destacados por la Di-
rectiva fueron tres en particular:

1) en primer lugar, se dio importancia a la descrip-
ción de la conducta de blanqueo de capitales, para 
lo cual se exigió a los Estados miembros que se 
ajustaran a la noción más amplia de blanqueo de 
capitales, como ya se señaló anteriormente con 
la referencia a la conducta descrita en la lista del 
artículo 3 de la Directiva;

2) en segundo lugar, se hizo referencia a la nece-
sidad de prestar atención a la definición de las 
actividades delictivas denominadas “delitos pre-
cedentes” del blanqueo de capitales, aspecto en 
relación con el cual se aconsejó a los Estados 
miembros que adoptaran soluciones «suficiente-
mente uniformes», garantizando que se tuvieran 
en cuenta «todos los delitos castigados con una 
pena privativa de libertad» y sin «distinguir en-
tre las situaciones en las que los bienes proceden 
directamente de la actividad delictiva y las situa-
ciones en las que proceden indirectamente de la 
actividad delictiva, en conformidad con la amplia 
definición de “producto” de la Directiva 2014/42/
UE del Parlamento Europeo y del Consejo»;

11 Sul quale v. baSile E, Brevi note sulla nuova Direttiva PIF, in Dir. pen. cont., 2017, fasc. 12, 63 ss.; CorSaro C – zambrini M., Il 
recepimento della Direttiva PIF e le novità in materia di reati contro la pubblica amministrazione e reati tributari. L’ulteriore ampliamento dei 
reati presupposto per la responsabilità degli enti, in Giurisprudenza Penale Web, 2020, 7-8.

3) en tercer lugar, se hizo referencia al marco san-
cionador, exigiendo a los Estados, como es tra-
dicional, la adopción de “sanciones penales 
efectivas, proporcionadas y disuasorias”, pero 
estableciendo al mismo tiempo como obligato-
rias la predeterminación de “una pena máxima de 
prisión no inferior a cuatro años”, la adopción de 
“sanciones o medidas adicionales” para las per-
sonas físicas responsables de delitos de blanqueo 
de capitales” y la previsión de algunas circuns-
tancias agravantes más específicas (en particular 
cuando el delito se comete «en el marco de una 
organización criminal en el sentido de la Deci-
sión Marco 2008/841/GAI», así como cuando «el 
delincuente es una persona obligada en el sentido 
del artículo 2 de la Directiva (UE) 2015/849 y ha 
cometido el delito en el ejercicio de su actividad 
profesional»).

A continuación, para completar la regulación sustan-
tiva, la Directiva estableció la obligación de los Estados 
miembros de reconocer la punibilidad de los delitos de 
“blanqueo de capitales” incluso cuando sean cometidos 
por una persona responsable del mismo “delito prece-
dente” y añadió la necesidad de la punibilidad expresa 
en los casos de complicidad y tentativa, así como la 
previsión de la responsabilidad directa de las personas 
jurídicas.

Por último, en lo que respecta a la aplicación prácti-
ca, se establecieron normas para simplificar la investi-
gación procesal de los delitos de blanqueo de capitales 
y evitar el conjunto de problemas que podrían surgir 
cuando la infracción penal se cometiera en el territorio 
de varios Estados. De este modo, los Estados miembros 
se comprometieron a adoptar soluciones adecuadas 
para garantizar la constatación del denominado “delito 
precedente”, ya sea en ausencia de una condena previa, 
o sin necesidad de determinar «todos los elementos de 
hecho o todas las circunstancias relativas a dicha activi-
dad delictiva, incluida la identidad del autor», o impo-
niendo la eliminación de los límites a la punibilidad del 
delito aunque se haya cometido en el territorio de otro 
Estado miembro o de un tercer país.

Ciertamente, a través de las numerosas reformas en 
materia de blanqueo de capitales que ya se habían intro-
ducido en Italia desde 1978, podría decirse que el mar-
co normativo nacional ya se ajustaba en gran medida a 
estas nuevas obligaciones de la UE. Así, en concreto, a 
nivel de regulación sustantiva, todas las conductas de 
“blanqueo de capitales” señaladas en el artículo 3 de 
la Directiva (UE) 2018/1673 ya encontraban conside-
ración directa en la descripción de los delitos de “Re-
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ceptación”, conforme al artículo 648 del Código Penal, 
“Blanqueo de capitales”, conforme al artículo 648-bis 
del Código Penal, y “Utilización de dinero, bienes o 
beneficios de procedencia ilícita”, conforme al artículo 
648-ter del Código Penal, y con penas conformes a los 
límites mínimos impuestos por el legislador europeo. Y 
incluso la obligación de establecer la necesaria punibi-
lidad de quienes ya eran responsables del “delito prece-
dente” ya había sido absuelta con la previsión, a partir 
de enero de 2015, del nuevo delito de “Autoblanqueo” 
en el artículo 648-ter.1 del Código Penal. También se 
ajustaban plenamente a las indicaciones de la directiva 
las normas sobre la punibilidad de la tentativa y el con-
curso de personas, así como las relativas a la responsa-
bilidad penal de las personas jurídicas12.

El ámbito en el que seguían existiendo claras dife-
rencias de regulación era especialmente el de las “ac-
tividades delictivas” que el artículo 2 de la Directiva 
(UE) 2018/1673 exigía que se considerasen “delitos 
precedentes” al blanqueo de capitales. Y es precisa-
mente en este nivel donde el nuevo Decreto Legislativo 
nº 195/2021 ha intervenido ahora con mayor impac-
to, introduciendo modificaciones diferenciadas en las 
figuras delictivas indicadas y con el efecto global de 
ampliar su aplicabilidad, tanto a los casos en los que 
el “delitos precedente” se identifica con cualquier de-
lito (ya sea punible sólo con dolo o incluso con mera 
imprudencia), como a la hipótesis de que el “delitos 
precedente” sea una falta, en este caso, sin embargo, 
limitando el ámbito de pertinencia sólo a las faltas cas-
tigada con pena de prisión de más de un año en el máxi-
mo, o de seis meses en el mínimo.

Como resultado de estas múltiples reformas, el plan 
global de la legislación italiana sobre el blanqueo de 
capitales se articula, por tanto, en la consideración de 

12 Para una visión general de la legislación sobre la que se injertó la reforma de 2021, permítanme remitirme de nuevo a lo que 
indiqué en melCHionDa A., Il nuovo piano normativo per la “lotta al riciclaggio mediante il diritto penale”, cit., 1 ss.

13 En general, para un comentario sobre la disciplina actual del delito de blanqueo de capitales, véanse: amato G., Le recenti mo-
difiche normative nella lotta al riciclaggio dei profitti delle attività illecite: nuove prospettive sanzionatorie ed investigative, en Cassazione 
penale, 1995, 1399; moCCia S., Impiego di capitali illeciti e riciclaggio: la risposta del sistema penale italiano, en Rivista italiana di diritto e 
procedura penale, 1995, 728 ss.; iD., Effettività e normativa antiriciclaggio, in Il riciclaggio dei proventi illeciti. Tra politica criminale e diritto 
vigente, eds. Palombi E., Napoli, 1996, 303 ss.; zanCHetti m., Il contributo delle organizzazioni internazionali nella definizione delle strategie 
di contrasto al riciclaggio, en Riciclaggio e reati connessi all’intermediazione mobiliare, eds. Manna A., Torino, 2000, 3 ss.; manna a., Il bene 
giuridico tutelato dei delitti di riciclaggio e reimpiego: dal patrimonio all’amministrazione della giustizia sino all’ordine pubblico ed all’ordine 
economico, en Riciclaggio e reati connessi all’intermediazione mobiliare, in Riciclaggio e reati connessi all’intermediazione mobiliare, eds. 
Manna A., Torino, 2000, 53 ss.; manGione a., Mercati finanziari e criminalità organizzata: spunti problematici sui recenti interventi normativi 
di contrasto al riciclaggio, en Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2003, 1186 ss.; maneS V., Il riciclaggio dei proventi illeciti: teoria 
e prassi dell’intervento penale, en Rivista trimestrale di diritto penale dell’economia, 2004, 35 ss.; anGelini m., Il reato di riciclaggio (Art. 
648-bis c.p.). Aspetti dogmatici e problemi applicativi, Torino, 2008, 19 ss.; lonGobarDo C., Il fenomeno del riciclaggio del denaro sporco tra 
valorizzazione di esigenze preventive ed ineffettività della repressione penale, in Scenari di mafia. Orizzonte criminologico e innovazioni 
normative, eds. Fiandaca G.-Visconti C., Torino, 2010, 228 ss.; razzante r., Il riciclaggio nella giurisprudenza. Normativa e prassi applica-
tive, Milano, 2011, 93.

14 Véanse fianDaCa G. – muSCo e., Diritto penale. Parte speciale, II, 2, I delitti contro il patrimonio, VII ed., Bologna, 2015, 255 ss.; 
mantoVani f., Diritto Penale. Parte speciale II: Delitti contro il patrimonio, Milano, 2021, VIII ed., 289 ss.

varios delitos, que conviene ilustrar ahora con mayor 
detalle.

4. LA REGULACIÓN ACTUAL DEL DELITO DE 
“BLANQUEO DE CAPITALES” (“RICICLAGGIO”) 
Y EL DE “RECEPTACIÓN” (“RICETTAZIONE”)

Según la redacción actual del artículo 648-bis del 
Código Penal, el delito de “Blanqueo de capitales” 
(“Riciclaggio”) está previsto de la siguiente manera: 
«Fuera de los casos de complicidad en el delito, el que 
sustituya o transfiera dinero, bienes u otros productos 
derivados de un delito, o que realice otras operaciones 
en relación con ellos, de manera que se impida la iden-
tificación de su origen delictivo, será castigado con 
pena de prisión de cuatro a doce años y multa de 5.000 
a 25.000 euros»13.

Como se aprecia inmediatamente, en comparación 
con la redacción inicial del delito, se ha ampliado aún 
más la tipicidad de la conducta al prever no sólo la sus-
titución y el traslado de los bienes ilícitos, sino también 
al incluir cualquier otra operación que dificulte la iden-
tificación de su origen delictivo14.

La reciente reforma introducida por el Decreto Le-
gislativo nº 195/2021 también modificó la anterior refe-
rencia a la procedencia ilícita únicamente de los “delito 
no imprudente” e introdujo un nuevo párrafo segundo 
que prevé una pena de prisión de dos a seis años y una 
multa de 2.500 a 12.500 euros «cuando el hecho se re-
fiera a dinero o cosas procedentes de una falta casti-
gada con una pena de prisión superior a un año en el 
máximo o a seis meses en el mínimo».

A continuación, se prevé una agravante «cuando el 
delito se comete en el ejercicio de una actividad profe-
sional» y una atenuante «si el dinero, los bienes u otros 
productos proceden de un delito para el que está pre-
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vista una pena de prisión inferior a cinco años». Final-
mente, se hace referencia al último párrafo del artículo 
648 del Código Penal, en virtud del cual se prevé la 
aplicabilidad de estas disposiciones «aun cuando el au-
tor del delito del que procedan el dinero o las cosas no 
sea imputable o no sea sancionable o cuando no exista 
condición de procedibilidad relativa a este delito».

Como hemos visto, las conductas típicas se descri-
ben según tres modelos fácticos diferentes: sustitución, 
transferencia y otras operaciones para dificultar la iden-
tificación del origen delictivo de los bienes.

La primera conducta de “sustitución” se interpreta 
como la realización de cualquier operación (bancaria, 
financiera y/o comercial) que permita separar el pro-
ducto ilícito del delito precedente impidiendo su posi-
ble identificación.

La segunda hipótesis de conducta es la de “transfe-
rencia”, que, sin embargo, representa sólo un modo de 
ejecución de la conducta de “sustitución” y que se ha 
incluido para penalizar cualquier forma de blanqueo de 
capitales ilícitos que se sirva de instrumentos de nego-
ciación y, más generalmente, de formas legales, sancio-
nando así a cualquier tipo de intermediario que transfie-
ra el producto de la actividad ilícita a otro lugar15.

La última conducta sancionada representa una espe-
cie de cláusula de cierre, penalizando cualquier opera-
ción, distinta de la sustitución y la transferencia, que 
sea capaz de dificultar la identificación de dinero, bie-
nes o servicios de origen ilícito16: esta también es una 
disposición introducida con la reforma de 1993, para 
permitir castigar las nuevas y cada vez más sofistica-
das técnicas que los delincuentes son capaces de idear 
para blanquear capitales ilícitos. En la doctrina, preci-
samente considerando que la referencia a esta forma de 
conducta sería instrumental para dar la máxima exten-
sión al tipo delictivo en cuestión, se argumenta que el 
delito también podría estar integrado por una conducta 
omisiva.

La ampliación de los “delitos precedentes” ha con-
tribuido, sin duda, a una aplicación más eficaz del de-
lito en cuestión, reforzando, también en la percepción 
común, una mayor autonomía de los delitos de los que 
derivan los bienes ilícitos.

15 Véase Cassazione penale, Sez. II, 13 de julio de 2020, n. 23774
16 Véase Cassazione penale, Sez. V, 18 de jenero de 2018, n. 5459.
17 Para un amplio resumen del debate, véase Dell’oSSo a.m., Riciclaggio di proventi illeciti e sistema penale, cit., 115 ss.
18 Para un análisis general de la jurisprudencia véase razzante r., La regolamentazione antiriciclaggio in Italia. Normativa, giurispru-

denza e prassi operative, Torino, 2007, passim.
19 Sobre este punto, me remito de nuevo a lo que se expone con más detalle en melCHionDa A., Il nuovo piano normativo per la “lotta 

al riciclaggio mediante il diritto penale”, cit., 1 ss.
20 Véase en general abel Souto M., El delito de blanqueo en el Código penal español, Barcelona, 2005; ViDaleS roDriGuez C., Blan-

queo, ¿qué es blanqueo? (Estudio del artículo 301.1 del Código penal español tras la reforma de la L.O. 5/2010), en Revista General de 
Derecho penal, n. 18, 2012, 1 ss.

A través de esta nueva formulación del delito de 
“Blanqueo de capitales”, la legislación vigente per-
mite, por tanto, considerar como “delitos precedentes” 
todos los delitos y faltas (si bien con el límite de la 
castigadas con una pena de prisión superior a un año en 
el máximo o a seis meses en el mínimo) que tengan la 
capacidad concreta de generar capitales ilícitos suscep-
tibles de un posterior blanqueo de capitales, y no sólo 
los funcionalmente orientados a este resultado, permi-
tiendo así la adaptación automática del delito a los con-
tinuos cambios en las formas del mercado económico 
y a la inagotable capacidad del crimen organizado para 
idear nuevos sistemas de producción y blanqueo de ac-
tivos delictivos.

Sin embargo, se debate la pertinencia de algunas hi-
pótesis particulares. Así, en primer lugar, se discute si 
deben excluirse de la lista de delitos que pueden servir 
de antecedente al blanqueo de capitales aquellos que 
no conducen a un incremento, sino sólo a un no em-
pobrecimiento patrimonial, como es el caso de la co-
misión de delitos fiscales que permiten pagar menos 
impuestos17. La cuestión, que en cualquier caso ha sido 
resuelta afirmativamente por la jurisprudencia desde 
hace tiempo18, ha adquirido posteriormente una gran 
importancia, especialmente en lo que se refiere al delito 
de “Auto-blanqueo”, al que volveremos más adelante.

Tras la reciente reforma de 2021, esta problemática 
también se planteó en relación con la supuesta amplia-
ción de los delitos previos a los delitos imprudentes. 
En general, no parece que este cambio vaya a tener 
repercusiones de aplicación especialmente importan-
tes, ya que los casos de delitos imprudentes que pue-
den generar plusvalías son muy limitados19. Además, 
esta indicación está en consonancia con lo que también 
se observa en la legislación española20. Por otro lado, 
podría apreciarse una cuestión más compleja, si se re-
considerara en esta perspectiva la vexata questio, que 
ya se ha referido a los delitos de “Homicidio impru-
dente”, según el artículo 589 del Código Penal, y de 
“Lesiones imprudentes graves o muy graves”, según el 
artículo 590, apartado 3, del Código Penal, cometidos 
en violación de las normas de protección de la salud 
y la seguridad en el trabajo, valorados con referencia 
a la responsabilidad de las personas jurídicas estable-



Revista Penal
/a regulación italiana del blanTueo de capitales� 3erÀles generales y propuestas de reIorma

198

cida por el Decreto Legislativo nº 231/2001. En rela-
ción con estas hipótesis delictivas, la jurisprudencia ha 
llegado a reconocer la posibilidad de considerar como 
reflejo económico positivo del “hecho” culposo «el 
ahorro de costes para la persona jurídica, en particular 
los relativos al asesoramiento en la materia, las inter-
venciones instrumentales necesarias y las actividades 
de formación e información del personal»21. La cues-
tión podría plantearse, entonces, también en relación 
con los perfiles de relevancia para la integración de los 
delitos de blanqueo de capitales22, en consideración a 
lo expresamente indicado por la misma Directiva (UE) 
2018/1673, en relación con la necesidad de una adecua-
ción a la amplia definición de “producto” establecida 
en la Directiva 2014/42/UE del Parlamento Europeo y 
del Consejo. Y el punto parece ciertamente relevante, 
ya que, como es bien sabido, con esta última Direc-
tiva la noción de “producto” se ha identificado como 
«cualquier ventaja económica derivada, directa o indi-
rectamente, de los delitos; puede consistir en cualquier 
bien e incluye cualquier reinversión o transformación 
posterior de los productos directos y cualquier ventaja 
económicamente evaluable».

Como ya se ha dicho, en lo que se refiere al delito 
de “Blanqueo de Capitales” y a las ganancias ilícitas 
procedentes de delitos fiscales, la cuestión ha sido res-
pondida afirmativamente por la Corte di Cassazione 
italiana23, pero en el marco de sentencias que han admi-
tido este supuesto sólo en términos generales y abstrac-
tos, sin seguir, sin embargo, la constatación concreta de 
hechos sancionados penalmente. El problema volvió a 
plantearse con mayor relevancia a raíz de la introduc-
ción del nuevo delito de “Autoblanqueo”, pero el deba-
te quedó circunscrito únicamente al plano doctrinal24, 
ya que, incluso en este caso, no existen sentencias que 

21 Cassazione penale, Sez. IV, 19 de febrero de 2015, nº 18073, en Guida al diritto, 2015, n° 25, 96.
22 En términos formalmente adhesivos con respecto a esta posibilidad interpretativa véase ahora Santoriello C., Dalla modifica delle 

fattispecie in tema di riciclaggio, cit., 12 ss.
23 Véase Cassazione penale, Sez. II, 17 de enero de 2012, nº 6061 e, più di recente, Cassazione penale, Sez. II, 9 de septiembre de 

2020, nº 30889.
24 Véase D’aVirro a. – GiGlioli m., Autoriciclaggio e reati tributari, en Diritto penale e processo, 2015, 135 ss.; Dell’oSSo a.m., Rici-

claggio di proventi illeciti e sistema penale, cit., 115 ss.; Gullo A., Autoriciclaggio e reati tributari, in Diritto penale contemporaneo Rivista 
Trimestrale, 2018, 2 ss.; mauGeri a.m, L’autoriciclaggio dei proventi dei delitti tributari, in mezzetti e. – PiVa D., Punire l’autoriciclaggio. Come, 
quando e perché, Torino, 2016, 101 ss.; iD., La lotta all’evasione fiscale tra confisca di prevenzione e autoriciclaggio (nota a Cassazione 
penale, Sez. Un., 29 maggio 2014, n. 33451), in Diritto penale contemporaneo Rivista Trimestrale, 2015, 207 ss. Más recientemente, véase 
también la detallada investigación de CiVello G., Autoriciclaggio, cit., 231 ss.

25 Desde este punto de vista, mi opinión coincide, por tanto, con el conocido voto particular motivado por el juez Antonio Del Moral, 
en la famosa sentencia del Tribunal Supremo n° 974/2012, de 5 diciembre, en el llamado caso de la “Ballena Blanca”: sobre esta decisión, 
entre otros muchos, véase abel Souto M., El blanqueo de dinero. Problemática actual española, con anotaciones de derecho comparado 
estadounidense, en AA.VV. (dir. González-Cuéllar Serrano), Halcones y palomas. Corrupción y delincuencia económica, Madrid, 2015, 101 
ss.; blanCo CorDero i., El delito fiscal como actividad delictiva previa del blanqueo de capitales, en Revista Electrónica de Ciencia Penal 
y Criminología, 2011, núm. 13, 1 ss. ViDaleS roDriGuez C., Autoblanqueo: criterios restrictivos y efectos perversos, en Revista de Derecho 
y Proceso Penal, 2022, en prensa. En el vasto panorama de la doctrina italiana, ahora llega a una conclusión similar también CiVello G., 
Autoriciclaggio, cit., 246 s., que justifica esta solución interpretativa por considerar que no se solapa con la noción de “procedencia ilícita”, 
igualmente relevante para el decomiso.

hayan constatado concretamente unos hechos tan espe-
cíficamente caracterizados.

Sin embargo, en mi opinión, no parece aceptable 
una respuesta generalmente afirmativa o negativa. La 
existencia típica de una conducta de “blanqueo de ca-
pitales” no puede ser concretamente apreciable si no 
se refiere a un objeto material (ya sea “dinero, bienes u 
otra utilidad”), que sea también concretamente identi-
ficable como el objeto real de la conducta de blanqueo. 
En otras palabras: el objeto material de cualquier de-
lito de blanqueo de capitales debe ser concretamente 
identificable en su dimensión objetiva real (y, por tan-
to, como auténtico requisito de tipicidad) ya antes de 
la hipotética conducta de “utilización”, “sustitución” 
o “transferencia”. Cuando, por el contrario, la infrac-
ción tributaria previa no ha supuesto un incremento 
patrimonial, sino sólo un ahorro de gasto más genérico 
e indefinido, no es realmente posible circunscribir el 
“bien” de procedencia ilícita que ha pasado así a formar 
parte del patrimonio del agente, sobre el que sólo debe-
ría poder configurarse una conducta posterior de “uso”, 
“sustitución” o “transmisión”25.

Paralelamente a esta observación, un razonamiento 
completamente idéntico me parece reprobable hoy en 
día también en el caso de los delitos de Homicidio im-
prudente”, según el artículo 589 del Código Penal, y de 
“Lesiones imprudentes graves o muy graves”, según el 
artículo 590, apartado 3, del Código Penal, cometidos 
en violación de las normas de protección de la salud 
y la seguridad en el trabajo. También en este caso, de 
hecho, incluso cuando es posible cuantificar de forma 
abstracta un ahorro de costes calculado sobre la base 
de lo que habría sido necesario gastar en asesoramien-
to, intervenciones instrumentales u otras actividades 
de formación e información del personal con las que 
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se habría podido prevenir y evitar el hecho perjudicial 
que constituiría el delito precedente, no es posible en 
la práctica circunscribir e identificar el dinero que (in-
cluso si se “mezcla” posteriormente en el patrimonio 
global del delincuente) podría actuar como “objeto 
material” de una conducta posterior de blanqueo de 
capitales.

En cuanto a la culpabilidad, el delito sólo es punible 
en caso de dolo, por lo que es necesario que el autor co-
nozca el origen delictivo del bien y actúe con la inten-
ción de obstaculizar, mediante una conducta adecuada, 
la identificación de su origen. Sin embargo, según la 
interpretación dominante, el delito es también compati-
ble con el “dolo eventual”, que se considera que existe 
tanto cuando el agente actúa aceptando el riesgo de este 
resultado de obstaculizar el origen ilícito de los bienes 
“blanqueados”, como cuando la duda se refiere a la pro-
pia ilicitud del origen de estos bienes26.

Como ya se ha dicho, en la perspectiva de una con-
sideración más amplia del fenómeno del blanqueo de 
capitales, que ha sido transpuesto por la Directiva (UE) 
2018/1673, es necesario ahora considerar también la 
disciplina prevista en el artículo 648 del Código Pe-
nal para el delito de “Receptación”. Esta disposición 
castiga con penas de prisión de dos a ocho años y con 
multas de 516 a 10.329 euros a quien, «fuera de los ca-
sos de complicidad en el delito» y actuando con el «fin 
de procurarse un beneficio propio o ajeno», «adquiera, 
reciba u oculte dinero o cosas procedentes de cualquier 
delito, o en cualquier caso se entrometa en su adquisi-
ción, recepción u ocultación». También en este caso, a 
raíz de la reciente modificación introducida por el De-
creto Legislativo nº 195/2021, se introdujo un nuevo 
párrafo segundo que prevé la pena «de prisión de uno 
a cuatro años y multa de 300 a 6.000 euros cuando el 
hecho se refiera a dinero o cosas procedentes de una 
falta castigada con pena de prisión superior a un año 
en el máximo o a seis meses en el mínimo».

Además, se prevé una circunstancia agravante 
«cuando la infracción se comete en el ejercicio de una 
actividad profesional» y una circunstancia atenuante 
«si el hecho es de especial tenuidad». Como ya se ha 
señalado, el último párrafo del artículo 648 del Códi-

26 Véase Dell’oSSo a.m., Riciclaggio di proventi illeciti e sistema penale, cit., 123 ss.; forte G., L’elemento soggettivo nel riciclaggio, 
en Riciclaggio e reati connessi all’intermediazione mobiliare, cit., 164 ss.; ronCo m., Dolo, colpa, responsabilità oggettiva per il delitto di 
riciclaggio, en Indice Penale, 2013, 11 ss.

27 Véase Cassazione penale, Sez. II, 23 de febrero 2005, n. 13448; Cassazione penale, Sez. II, 21 de noviembre 2014, n. 10746; 
Cassazione penale, Sez. V, 18 de jenero 2018, n. 5459.

28 Este es el principio enunciado por Cassazione penale, Sez. Un., 26 de noviembre de 2009, nº 12433, en Cassazione Penale, 
2010, 2548 ss., con una nota de Donini m., Dolo eventuale e formula di Frank nella ricettazione. Le sezioni unite riscoprono l’elemento 
psicologico, y en Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2011, 300 ss., con una nota de Demuro G.P., Il dolo eventuale: alla prova del 
delitto di ricettazione.

go Penal prevé la aplicabilidad de estas disposiciones 
«incluso cuando el autor del delito del que proceden el 
dinero o las cosas no sea imputable o no sea sancio-
nable o cuando no exista condición de procedibilidad 
relativa a este delito».

Este delito también se castiga sólo en caso de dolo 
y este aspecto, además de otros requisitos de tipici-
dad objetiva, se considera decisivo para distinguir el 
“Blanqueo de capitales” de la “Receptación”: en este 
sentido, la jurisprudencia afirma que, en realidad, la di-
ferencia debe buscarse en relación con los elementos 
estructurales, pues en el caso del “Blanqueo de capita-
les” es necesario que la conducta tenga la idoneidad de 
obstaculizar la identificación del origen de los bienes, 
mientras que, en el plano subjetivo, en el caso de la 
“Receptación” es necesario que el agente haya actuado 
con el propósito de obtener un beneficio27.

Este punto también es relevante para distinguir el 
ámbito de aplicación del delito de “Receptación” de la 
falta de “Aquisición de cosas de origen sospechoso”, 
en virtud del artículo 712 del Código Penal, ya que, 
como ya se reconoció en una importante sentencia de 
la Corte di Cassazione italiana, en Secciones Unidas, 
debe considerarse que la aplicabilidad de este delito se 
limita a las conductas no soportadas por el dolo, aun-
que sea de forma eventual28.

5. DISCIPLINA ACTUAL DEL DELITO DE “UTILI-
ZACIÓN DE DINERO, BIENES O BENEFICIOS DE 
ORIGEN ILÍCITO”

Como ya he recordado, a partir de la reforma de 
1990, el sistema represivo de las conductas de blan-
queo y reutilización de sumas y bienes procedentes del 
delito se ha enriquecido aún más con la introducción 
del delito contemplado en el artículo 648-ter c.p. del 
Código Penal, que regula el delito de “Utilización de 
dinero, bienes o beneficios de origen ilícito”.

Según la redacción actual de este delito, «[1] El que, 
sin ser cómplice del delito y fuera de los casos pre-
vistos en los artículos 648 y 648 bis, utilice en activi-
dades económicas o financieras dinero, bienes u otras 
utilidades procedentes de un delito, será castigado con 
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pena de prisión de cuatro a doce años y multa de 5.000 
a 25.000 euros»29.

También en este caso, a raíz de la reciente modi-
ficación introducida por el Decreto Legislativo nº 
195/2021, se introdujo un nuevo párrafo segundo, que 
prevé la pena de «prisión de dos a seis años y multa 
de 2.500 a 12.500 euros, cuando el hecho se refiera a 
dinero o cosas procedentes de una falta castigada con 
una pena de prisión superior a un año en el máximo o 
a seis meses en el mínimo».

Además, existe una circunstancia agravante «cuando 
el delito se comete en el ejercicio de una actividad pro-
fesional», una circunstancia atenuante «si el hecho es 
de especial tenuidad», y se hace referencia a la disposi-
ción del último párrafo del artículo 648 del Código Pe-
nal, según la cual como se ha mencionado, se prevé la 
aplicabilidad de estas disposiciones “aun cuando el au-
tor del delito del que procedan el dinero o las cosas no 
sea imputable o no sea sancionable o cuando no exista 
condición de procedibilidad relativa a este delito”.«aun 
cuando el autor del delito del que procedan el dinero 
o las cosas no sea imputable o no sea sancionable o 
cuando no exista condición de procedibilidad relativa 
a este delito».

Como ya se ha mencionado, se trata de una norma 
que se introdujo con el objetivo de penalizar la tercera 
fase de la conducta típica del blanqueo de capitales. Al 
tratarse del último eslabón del fenómeno del blanqueo 
de capitales, que entraña los mayores peligros para la 
estabilidad del mercado, aunque se encuadre en los 
delitos contra la propiedad, la mayoría de los autores 
reconocen el orden económico como un bien jurídico 
protegido, especialmente en forma de inversión, ya que 
la inversión de grandes cantidades de capital por parte 
de empresas delictivas constituye una perturbación del 
mercado.

Este delito tiene muchas similitudes con el delito de 
blanqueo de capitales. Por ello, no se conocen muchos 
casos de aplicación de este delito, ya que el delito de 
blanqueo de capitales parece destinado a prevalecer en 
todo caso en virtud de la cláusula de reserva contenida 
en el art. 648-ter del Código Penal, que limita la aplica-

29 Véase fianDaCa G. – muSCo e., Diritto penale. Parte speciale, II, 2, I delitti contro il patrimonio, cit., 266 ss.; mantoVani f., Diritto 
Penale. Parte speciale II: Delitti contro il patrimonio, cit., 298 ss.

30 muSCatiello V.b., Riciclaggio e reinvestimento di denaro illecito: melius abundare quam deficere?, en Riciclaggio e reati connessi 
all’intermediazione mobiliare, cit., 132 ss.

31 Esta novedad legislativa ha sido objeto de numerosos comentarios. Entre muchos véanse: briCCHetti R., Riciclaggio e auto-ri-
ciclaggio, en Rivista italiana di diritto e procedura penale, 2014, 684 ss.; CaVallini S. – troyer L., Apocalittici o integrati? Il nuovo reato di 
autoriciclaggio: ragionevoli sentieri ermeneutici all’ombra del “vicino ingombrante”, en Diritto penale contemporaneo Rivista Trimestrale, 
2015, 95 ss.; Dell’oSSo A.M., Il reato di autoriciclaggio: la politica criminale cede il passo a esigenze mediatiche e investigative, en Rivista 
italiana di diritto e procedura penale, 2015, 796 ss.; iD., Riciclaggio di proventi illeciti, cit., 167 ss.; muCCiarelli F., Qualche nota sul delitto di 
autoriciclaggio, en Diritto penale contemporaneo Rivista Trimestrale, 2015, 108 ss.; SGubbi f., Il nuovo delitto di “autoriciclaggio”: una fonte 
inesauribile di “effetti perversi” dell’azione legislativa, en Diritto penale contemporaneo Rivista Trimestrale, 2015, 140; amore n., L’autorici-
claggio tra responsabilità individuale e collettiva, en Legislazione penale, Web, 14 de marzo 2016, 1 ss. Más recientemente, véase también 
la detallada investigación de CiVello G., Autoriciclaggio, cit., passim.

bilidad del delito sólo «fuera de los casos previstos en 
los artículos 648 y 648-bis»30.

6. DISCIPLINA ACTUAL DEL DELITO DE “AU-
TO-BLANQUEO” (“AUTORICICLAGGIO”)

Como ya he señalado, el delito de “Auto-blanqueo” 
(“Autoriciclaggio”) se introdujo en Italia con la “Leg-
ge” nº 186 de 2014 y la inclusión en el Código Penal 
del artículo 648-ter.131.

En su redacción actual, la disposición está formula-
da de la siguiente manera: «[1] Se impondrá una pena 
de prisión de dos a ocho años y una multa de 5.000 
a 25.000 euros a quien, habiendo cometido o parti-
cipado en la comisión de un delito, utilice, sustituya 
o transfiera, en actividades económicas, financieras, 
empresariales o especulativas, el dinero, los bienes u 
otras utilidades procedentes de la comisión de dicho 
delito, de forma que se dificulte concretamente la iden-
tificación de su origen delictivo. / [2] La pena será de 
prisión de uno a cuatro años y de multa de 2.500 a 
12.500 euros cuando el hecho se refiera a dinero o co-
sas procedentes de una falta castigada con una pena de 
prisión superior a un año en el máximo o a seis meses 
en el mínimo. / [3] La pena es atenuada si el dinero, 
bienes u otros beneficios se derivan de la comisión de 
un delito sancionable con pena privativa de libertad 
inferior a un máximo de cinco años. / [4] Las sancio-
nes previstas en el primer párrafo se aplicarán en todo 
caso si el dinero, bienes u otros beneficios se deriven de 
un delito cometido en las condiciones o fines a que se 
refiere el artículo 416-bis.1. / [5] Aparte de los casos a 
que se refieren los párrafos anteriores, no son punibles 
las conductas para las que se destinen dinero, bienes u 
otras utilidades al mero uso o disfrute personal. / [6] 
La sanción se agravará cuando los hechos se cometan 
en el ejercicio de una actividad bancaria o financiera 
u otra actividad profesional. / [7] La pena se reducirá 
hasta a la mitad para quienes hayan implementado me-
didas efectivas para evitar que la conducta tenga más 
consecuencias o para asegurar la evidencia del delito 
y la identificación de bienes, dinero y otros beneficios 
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del delito. / [8] Se aplica el último párrafo del artículo 
648».

Los puntos centrales del delito se pueden resumir de 
la siguiente manera:

– el autor del delito es cualquier persona que haya 
cometido o contribuido a cometer un delito o una 
falta castigada con una pena de prisión superior a 
un año en el máximo o a seis meses en el mínimo;

– la conducta prohibida consiste en utilizar, susti-
tuir, transferir dinero, bienes u otros beneficios 
derivados de ese delito o falta en actividades eco-
nómicas, financieras, empresariales o especulati-
vas;

– la conducta debe estar estructurada de manera 
que obstaculice concretamente la identificación 
de su origen delictivo32.

Existe un debate sobre la correcta identificación del 
bien jurídico protegido por esta nueva disposición. 
Según algunos, el delito está previsto para proteger el 
buen funcionamiento del mercado y el tráfico comer-
cial, así alterado negativamente por el reingreso del 
capital sucio al circuito de la economía legal33. Sin em-
bargo, la tesis es criticada especialmente por quienes 
destacan la ubicación sistemática del delito, incluido 
entre los delitos contra el patrimonio, y por la relevan-
cia confirmada del obstáculo al origen delictivo de los 
bienes, lo que lleva a dar importancia al bien de la co-
rrecta administración de justicia34. También por estas 
razones, la doctrina mayoritaria apoya la tesis de que se 
trata de un delito “pluriofensivo”35.

La descripción de las conductas consideradas penal-
mente relevantes por el legislador está contenida en el 
primer párrafo de la disposición, que a tal efecto utiliza 
los tres verbos de “emplear, reemplazar, transferir”. En 
realidad, esta es una formulación redundante porque, 
en una aproximación más cercana, las tres expresiones 
se refieren en sustancia a una conducta de introducción 
en el circuito económico de bienes u valores de ori-
gen delictivo, por lo que la jurisprudencia afirma que 
el delito en cuestión es un delito “de forma libre”, cuya 
existencia depende de la ocurrencia de un hecho, repre-

32 En general véanse: fianDaCa G. – muSCo e., Diritto penale. Parte speciale, II, 2, I delitti contro il patrimonio, cit., 270 ss.; mantoVani 
f., Diritto Penale. Parte speciale II: Delitti contro il patrimonio, cit., 303 ss.

33 Por todos muCCiarelli F., Qualche nota sul delitto di autoriciclaggio, cit., 108 ss.
34 Véase CaVallini S. – troyer L., Apocalittici o integrati?, cit., 97 ss.
35 En general véase mantoVani f., Diritto Penale. Parte speciale II: Delitti contro il patrimonio, cit., 303 ss.
36 Idéntica interpretación se afirmó por el mismo delito de blanqueo de capitales: Cassazione penale, Sez. II, 13 de noviembre 2019, 

n. 7257.
37 Cassazione penale, Sez. II, 24 de majo 2019, n. 36121.
38 Cassazione penale, Sez. II, 14 de junio de 2019, n. 34481.
39 Véanse D’aVirro a. – GiGlioli m., Autoriciclaggio e reati tributari, en Diritto penale e processo, 2015, 135 ss.; Gullo A., Autoricicla-

ggio e reati tributari, en Diritto penale contemporaneo Rivista Trimestrale, 2018, 2 ss.
40 Cassazione penale, Sez. II, 16 de julio 2019, n.36522; Cassazione penale, Sez. VI, 30 de jenero 2020, n. 13571. En la doctrina 

véase Dell’oSSo a.m., Riciclaggio di proventi illeciti, cit., 203.

sentado por el blanqueo de dinero de origen delictivo o 
en todo caso por la contaminación del circuito econó-
mico legal mediante la reintroducción en él de fuentes 
ilícitas de ingresos36.

Retomando las consideraciones de la jurisprudencia 
con referencia a los delitos a que se refieren los artí-
culos 648-bis y 648-ter del Código Penal que sancio-
nan la misma conducta, ahora se cree que cualquier 
cambio del bien o utilidad por otro bien o utilidad del 
mismo u otro tipo se enmarca dentro de la hipótesis 
de sustitución del producto ilícito, encontrándose así 
la violación de la ley en el caso de mera transferencia 
de dinero de origen delictivo de una cuenta bancaria a 
otra a nombre de otra persona y abierta en una entidad 
de crédito diferente. Con referencia a la realización de 
la transferencia, también se cree que la expresión indi-
caría cualquier cambio de titularidad o disponibilidad 
como ocurre en el caso de un registro ficticio de bienes 
o el pago de sumas de dinero a una cuenta corriente a 
nombre de un tercero37.

El elemento subjetivo necesario para la existencia del 
delito es el dolo. No se requiere finalidad de lucro, por 
lo que es suficiente el conocimiento y la voluntad de 
la conducta, que, sin embargo, también debe referirse 
a la idoneidad de la conducta para evitar la identifica-
ción del origen criminal de los bienes. Se excluye, por 
tanto, la relevancia del dolo eventual, que sin embargo 
la jurisprudencia considera compatible con el delito de 
“receptación”38.

Este nuevo delito sigue siendo objeto de muchas 
críticas e incertidumbres interpretativas. En particular, 
como ya he mencionado, se discute si el objeto material 
del delito puede consistir también en las sumas deriva-
das de los delitos fiscales como resultado del ahorro 
fiscal39. Y siguen existiendo muchas dudas sobre la pre-
visión contenida en el párrafo cuarto del artículo 648-
ter.1 del Código Penal, que prevé la no punición de las 
conductas dirigidas al mero uso o disfrute personal de 
las ganancias ilícitas40.
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7. LA LEGISLACIÓN SOBRE “TRANSFERENCIA 
FRAUDULENTA DE VALORES”

La regulación italiana está además integrada por otra 
serie de regulaciones particularmente relevantes.

Incluso, antes de la ratificación del Convenio de Es-
trasburgo, con el “decreto legge” n. 306 de 8 de junio 
de 1992, el artículo 12-quinquies introdujo dos delitos 
específicos destinados a contrarrestar, en diferentes 
formas, el uso de bienes derivados de actividades de-
lictivas41.

Una primera disposición, aún vigente, sanciona a 
quienes realicen transferencias ficticias de la propiedad 
de bienes para librarlos de medidas de decomiso o in-
cautación o para facilitar el blanqueo de capitales o la 
reutilización de productos ilícitos.

Una segunda disposición sancionó la posesión de va-
lores, de una cantidad desproporcionada a los ingresos, 
por personas sospechosas de delitos graves.

Con referencia a este último delito, se planteó en su 
momento una cuestión de constitucionalidad en virtud 
de la ilegalidad de esta forma de inversión de la carga 
de la prueba y la anticipación excesiva del umbral de la 
pena al transformar la falta de justificación de proce-
dencia en una condición de su punibilidad.

Tras la declaración de inconstitucionalidad, se mo-
dificó el artículo 12-quinquies con el “decreto legisla-
tivo” n. 123 de 22 de febrero de 1994, que motivó el 
cambio del título a “Transferencia fraudulenta de va-
lores”.

Con la reforma más reciente del año 2017, que intro-
dujo el principio de la denominada “reserva de Códi-
go”, que imponía la incorporación al corpus del Código 
Penal de gran parte de los delitos previstos anterior-
mente en leyes especiales, este delito se incluye ahora 
en el art. 512-bis del Código Penal y dispone que, «[1] 
Salvo que el hecho constituya un delito más grave, será 
castigado con pena privativa de libertad de dos a seis 
años quien atribuya ficticiamente a otros la propiedad 
o disponibilidad de dinero, bienes u otros beneficios 
con el fin de eludir las disposiciones de la “legge” so-
bre prevención o contrabando de bienes, o para facili-
tar la comisión de uno de los delitos a que se refieren 
los artículos 648, 648-bis y 648-ter del Código Penal».

Este delito, introducido como parte de las medidas 
encaminadas a combatir el blanqueo de capitales y va-
lores por parte del crimen organizado, tiene claras si-
militudes con el actual delito de “auto-blanqueo” en la 
medida en que la conducta allí descrita tiene como ob-

41 En general, sobre esta reforma véanse muCCiarelli F., Commento all’art. 12 quinquies, en Legislazione Penale, 1993, 224 ss.; 
inSolera G., Prevenzione e repressione del riciclaggio e dell’accumulo di patrimoni illeciti, en Legislazione Penale, 1998, 153 ss.; anGelini 
m., Il reato di riciclaggio, cit., 224 ss.

42 Véase Cassazione penale, Sez. II, 12 de julio 2019, n. 35826.
43 En general, sobre esta reforma véase fonDaroli D., Le ipotesi speciali di confisca nel sistema penale, Bologna, 2008, 23 ss.

jetivo enmascarar el delito de origen de dinero, bienes 
u otros beneficios; y, al mismo tiempo, no se contempla 
la cláusula de exclusión de responsabilidad en benefi-
cio del autor del delito del que proceden dichos benefi-
cios, por lo que el delito en cuestión también puede ser 
cometido por el autor del delito precedente42.

8. LAS NORMAS RELATIVAS AL DENOMINADO 
“DECOMISO AMPLIADO”

Otra importante novedad introducida con el “decre-
to legge” n. 306/1992 fue el contenido en el artículo 
12-sexies, con el que se reglamentó por primera vez 
una forma particular de decomiso, hoy denominada de-
comiso “extendido” o “ampliado”: así se dispuso que, 
en caso de condena o aplicación de sanción, a solicitud 
de las partes, por una serie de figuras delictivas graves 
que incluyen el blanqueo de capitales, siempre se orde-
nará el decomiso de dinero, bienes y demás utilidades, 
de los cuales el condenado no pueda justificar el origen 
y de los cuales, aun a través de un tercero, ya sea per-
sona natural o jurídica, parezca ser el titular o parezca 
tener a cualquier título la disponibilidad, de manera 
desproporcionada a sus ingresos declarados a efectos 
del impuesto sobre la renta, o su actividad económica43.

Tras la citada reforma sobre la “reserva de Código” 
de 2017, también las normas sobre decomiso previstas 
en el art. 12-sexies “decreto legge” n. 306/1992, que 
ya había sido profundamente modificado, unos meses 
antes, por “legge” 17 de octubre de 2017, n. 161, se 
incluyó en el Código Penal y ahora se menciona en el 
art. 240-bis.

La reforma de 2017, además de realizar múltiples 
cambios en el sistema de medidas de prevención regido 
por el denominado código antimafia, también ha tenido 
un impacto decididamente innovador en el texto del art. 
12-sexies del “decreto legge” n. 306/1992, modificando 
las condiciones del decomiso ampliado en tres aspectos 
principales:

a) la ampliación del alcance de los delitos que dan 
lugar al decomiso “ampliado” con la inclusión 
de todos los casos previstos en el art. 51, párrafo 
3-bis, c.p.p.;

b) la restricción del posible contenido de la prueba 
de liberación impuesta al imputado, quien ya no 
puede justificar el origen legítimo de los bienes 
incautados alegando que el dinero utilizado para 
adquirirlos es rentas o reutilización derivadas de 
la evasión fiscal;
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c) la eliminación del vínculo necesario con la sen-
tencia condenatoria, permitiendo aplicar el deco-
miso “directo” ampliado (pero ya no el decomiso 
“por equivalente”, que tiene el carácter de san-
ción penal en sentido estricto) al resultado del 
recurso de casación, cuando el delito se declare 
extinguido por prescripción o amnistía después 
de una sentencia de condena dictada en uno de 
los grados anteriores del proceso; en este caso, 
al juez de la apelación o de la Cassazione se le 
asigna la tarea de resolver el recurso de apelación 
únicamente a los efectos del decomiso, previa 
constatación de la responsabilidad del imputa-
do44.

Es evidente que se trata de tres aspectos caracterís-
ticos de la disciplina italiana, que llevan hoy a consi-
derarla como un modelo preciso en la construcción, 
a nivel internacional, de formas “modernas” de “de-
comiso”, marcadas por la expansión del objeto de la 
medidas, al aligerar la carga de la prueba que pesa so-
bre la acusación, la capacidad de golpear la dimensión 
económica y colectiva de los fenómenos delictivos más 
graves a través de medidas “selectivas”, distintas de la 
pena de prisión pero rodeadas de garantías procesales 
similares.

9. LA OBLIGACIÓN DE INFORMAR SOBRE 
TRANSACCIONES SOSPECHOSAS

Sin perjuicio de lo dispuesto en las disposiciones más 
estrictamente penales, la rápida evolución del fenóme-
no del blanqueo de capitales y la omnipresencia de los 
mecanismos penales relacionados con su difusión ha 
llamado la atención del legislador (tanto nacional como 
europeo), impulsándolo a emprender una vía regulato-
ria destinada a regular de manera concreta los casos en 
que las actividades ilícitas podrían verse socavadas por 
el blanqueo de capitales ilícitos.

Las obligaciones de debida diligencia, conservación 
y reporte del cliente son los tres pilares, que rigen toda 
la infraestructura para la represión de actividades delic-
tivas, construida específicamente para identificar ope-
raciones sospechosas para ser puestas en conocimiento 
de la Autoridad competente, para que ésta pueda reali-
zar controles más apropiados45.

El camino trazado por el legislador en materia de 
lucha contra el blanqueo de capitales consistió en im-

44 Véase bernarDi S., Il nuovo principio della “riserva di codice” e le modifiche al codice penale: scheda illustrativa, en Diritto penale 
contemporaneo, 2018, 127 ss.

45 ruGGiero C., La nuova disciplina dell’antiriciclaggio dopo il d.lg. 21 novembre 2007, n. 231, Torino, 2008, 67 ss.
46 En general véase bernaSConi C.- Giunta f., Riciclaggio e obblighi dei professionisti, Milano, 2011, passim.
47 Por un caso concreto véase Cassazione penale, Sez. II, 20 de febrero 2015, n. 18141.
48 Véase Dell’oSSo a.m., Segnalazione di operazioni sospette tra ineffettività della disciplina e spunti di riforma, en Rivistra trimestrale 

di diritto penale dell’economia, 2012, 755 ss.

poner sobre determinados sujetos, que operan en diver-
sos sectores del mercado (bancos, compañías de segu-
ros, operadores financieros, profesionales), una serie 
de obligaciones funcionales para identificar si se han 
llevado a cabo actividades u operaciones que puedan 
ocultar el propósito de usar dinero de actividades ile-
gales46, y en el art. 55 del citado “Decreto legislativo” 
n. 231/2007 se castigan varias conductas que infrinjan 
estas obligaciones47.

Con particular referencia a los profesionales, hay 
que decir que entre los destinatarios de las obligacio-
nes contra el blanqueo de capitales aparecen —entre 
otras— según el art. 3 del citado “decreto legislativo” 
n. 231/2007, los contables, así como los notarios y abo-
gados cuando realicen operaciones de carácter finan-
ciero o inmobiliario por cuenta de sus clientes o cuando 
les asistan en actividades en un sentido económico am-
plio (en materia de bienes inmuebles, administración 
de dinero, instrumentos financieros, constitución y 
administración de sociedades, fideicomisos o personas 
jurídicas similares).

Estos sujetos están obligados a realizar una adecuada 
verificación de los clientes, a conservar la documen-
tación, así como a reportar transacciones sospechosas.

El instituto ha revolucionado el papel de los operado-
res financieros, implementando una transformación de 
las ya contempladas obligaciones de cooperación pasi-
va solo en el caso de solicitudes específicas de la auto-
ridad investigadora, en obligaciones autónomas consis-
tentes en la recolección sistemática de información, en 
su análisis y, cuando se cumplan las condiciones, en el 
posterior informe a las autoridades competentes para la 
posterior y posible gestión investigativa.

El sistema así esbozado, que sin embargo todavía 
necesitaría correcciones para mejorarlo48, refuerza el 
papel de los intermediarios y sus funcionarios, que re-
quieren conocimientos y habilidades de investigación 
para ser explotados en una fase en la que las iniciativas 
de los cuerpos policiales aún están excluidas.

10. CONCLUSIONES Y PERSPECTIVAS DE RE-
FUNDACIÓN DE LA NORMATIVA ACTUAL

La multitud de iniciativas emprendidas para abordar 
el fenómeno del blanqueo de capitales atestigua la con-
ciencia de la situación actual y el peligro que el blan-
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queo de capitales representa para la economía legal y 
la sociedad civil.

En todo caso, cabe señalar que, a pesar de los es-
fuerzos realizados, incluso después de las innovaciones 
introducidas por el legislador italiano con la reforma 
dictada por el Decreto Legislativo nº 195/2021, el mar-
co general de la disciplina italiana de blanqueo de capi-
tales nos parece que sigue marcado por la persistencia 
de perfiles críticos49.

Por cierto, el temor a las repercusiones sancionado-
ras del procedimiento de infracción promovido por la 
Comisión Europea contra el Estado italiano fue el estí-
mulo para una intervención que aún no podía ser des-
atendida, pero que, quizás precisamente por esta razón 
de urgencia, se limitó a las correcciones introducidas 
con una técnica puramente novelesca, perdiendo así, 
una vez más, la oportunidad de una remodelación más 
general de la disciplina global50.

Como hemos visto, en la dimensión actual de las fi-
guras delictivas individuales subsisten defectos here-
dados de múltiples innovaciones legislativas, algunas 
ya muy antiguas, que se han ido superponiendo en 
ausencia de una visión homogénea y actualizada. En 
particular, aparte de la preservada e incongruente cla-
sificación de todas estas figuras delictivas en el ámbito 
de los delitos para la protección de la “propiedad”, la 
configuración típica de los distintos delitos sigue pre-
sentando múltiples perfiles de incoherencia sistemática 
y sancionadora.

La imposibilidad de implementar formas efectivas 
de coordinación entre los distintos organismos impli-
cados y la tendencia a considerar el blanqueo de capita-
les principalmente como una mera cuestión de política 
criminal han dado lugar a una copiosa, y a menudo in-
orgánica, producción de disposiciones penales difíciles 
de aplicar, lo que ha dado lugar a intervenciones no 
siempre coordinadas.

En varias ocasiones, también se ha vulnerado el 
principio de intervención mínima de la ley penal y han 
proliferado delitos extremadamente complejos, que no 
siempre respetan los principios de precisión, hasta el 
punto de dar lugar a casos de difícil aplicación, espe-
cialmente desde el punto de vista de la prueba en el 
juicio.

49 Para análisis críticos y propuestas de reforma más específicas, véanse: CaStalDo a.r. – naDDeo m., La normativa comunitaria e 
italiana sul riciclaggio: quali correzioni per una politica criminale efficace? (Un interessante raffronto con la legislazione argentina, en Rivista 
trimestrale di diritto penale dell’economia, 2008, 299 ss.; CaStalDo a.r. – naDDeo m., Il denaro sporco. Prevenzione e repressione nella 
lotta al riciclaggio, Padova 2010, passim; Dell’oSSo a.m., Riciclaggio di proventi illeciti e sistema penale, cit., 289 ss.; manGione a., Mercati 
finanziari e criminalità organizzata, cit., 1186 ss.

50 En un sentido crítico, sobre la falta de una reevaluación exhaustiva de este ámbito de la disciplina nacional, véase también bella-
Gamba F., La riforma, cit., 445.

51 Esto se recoge en el “primer considerando” de la Directiva (UE) 2018/1673.

Un segundo límite, de carácter cultural, es conse-
cuencia del enfoque adoptado por el legislador nacio-
nal en relación al problema de involucrar a los interme-
diarios financieros.

En referencia a este aspecto, la experiencia de los 
últimos años ha puesto de manifiesto con gran eviden-
cia la insuficiencia de modelos cooperativos basados 
únicamente en la prestación de obligaciones impuestas 
por la ley cuyo cumplimiento está garantizado por la 
simple amenaza de sanciones.

Cabe señalar, de hecho, que el recurso exagerado al 
potencial del instrumento penal ha creado muchas ano-
malías en el funcionamiento del sistema crediticio en 
su conjunto.

Si el fenómeno del blanqueo de capitales debe ser 
abordado con especial atención y rigor como una forma 
de manifestación delictiva que, al igual que la financia-
ción del terrorismo y la delincuencia organizada, «per-
judica la integridad, la estabilidad y la reputación del 
sector financiero y constituye una amenaza para el mer-
cado interior y la seguridad interior de la Unión”»51, el 
eje del disvalor de los delitos relevantes ha de centrarse 
principalmente en los efectos de las conductas concre-
tas de blanqueo de capitales, así como en el tipo de sec-
tores empresariales en los que se cometen dichas con-
ductas, pero no en la gravedad de los delitos que dan 
lugar a las ganancias ilícitas. Desde este punto de vista, 
como ya se ha mencionado, aparte del carácter proble-
mático de la selección de los “delitos” y de las “faltas” 
imprudentes susceptibles de generar ganancias rele-
vantes para las posteriores conductas de blanqueo de 
capitales, parece generalmente incongruente cualquier 
sanción correctiva prevista en función de la naturaleza 
y/o la gravedad del “delito precedente”. También aten-
diendo a las repercusiones negativas en el mercado y en 
la protección de la libre competencia que se derivan del 
fenómeno del blanqueo de capitales (incluyendo, por 
supuesto, también los casos de autoblanqueo), podría 
ser más coherente con el desvalor objetivo de las distin-
tas conductas prever circunstancias atenuantes, no sólo 
en los casos de “delitos especialmente leves” (para las 
que podría ser mejor prever un efecto de no punibilidad 
real), sino también en presencia de determinados um-
brales cuantitativos de punibilidad atenuada, calcula-
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dos en función del valor de los bienes y/o de las sumas 
efectivamente blanqueadas52.

Como resultado de la legislación actual, muy a me-
nudo asistimos a la criminalización de conductas deri-
vadas de mera negligencia o mala preparación donde 
no existe ningún fin de lucro, y con referencia a lo cual, 
parte de la doctrina ha llegado a elaborar soluciones 
muy críticas, como las denominadas “facilitación im-
prudente” que, en el sector financiero, abriría el camino 
a formas de responsabilidad objetivamente excesivas.

Una política penal correcta y equitativa requeriría 
que incluso las reglas establecidas para garantizar el 
cumplimiento de las obligaciones impuestas a los ope-
radores bancarios no puedan separarse de una rigurosa 
prueba de conciencia y voluntad.

Es necesario entonces remodelar la materia en su to-
talidad, limitando las aperturas indiscriminadas hacia 
la criminalización de conductas no intencionales, entre 
las que se incluyen también aquellas hipótesis de “dolo 
eventual”, que sólo desde un punto de vista puramente 
normativo pueden equipararse a una intencionalidad 
coherente con la tipicidad de los delitos así conside-
rados.

Como se ha observado con razón, todo ello “no sólo 
incide negativamente en el principio general de liber-
tad, que se comprime ante un dato fáctico incierto”, 
sino que también conlleva repercusiones potencial-
mente susceptibles de generar efectos negativos para 
la propia esfera económica protegida: «accionar la 
obligación de abstención (como precipitado de la pro-
hibición penal) desde que surge la sospecha del origen 
delictivo de los bienes supone elevar la inacción eco-
nómica a norma, lo que constituye un perjuicio en sí 
mismo: la economía es dinámica por naturaleza y el 
estancamiento la perjudica»53.

La afirmación es absolutamente fundada. La pena-
lización de conductas caracterizadas por la mera duda 
del origen ilícito descarga sobre quien tiene ocasión de 
intervenir en el proceso de distribución de los bienes 
y manejo del dinero un deber de atención y pruden-
cia, que, aunque aceptable y justificado dentro de los 
límites en que puede imponerse mediante mecanismos 
de sanción extrapenal no parece razonable cuando se 
eleva a presupuesto para la misma imputación dolosa, 
no ya de conductas de ulterior uso y puesta en el mer-
cado de tales bienes, sino también de conductas más 

52 Me remito aquí a las consideraciones generales que ya he esbozado también en melCHionDa A., Il nuovo piano normativo per la 
“lotta al riciclaggio mediante il diritto penale”, cit., 1 ss.

53 Véase Giunta F., L’Europa chiede un ulteriore giro di vite nel contrasto del riciclaggio, cit., 355, que también señala como posible 
solución el recurso a una «tipificación expresa del dolo en la forma intencional (excluyendo lo eventual), para equilibrar la extensión de la 
tipicidad objetiva de los delitos en cuestión con un criterio subjetivo más selectivo».

54 Sobre la posible inutilidad de mantener la predicción de dicha conducta véase ahora también el interesante estudio de Vitale S., 
Riciclaggio e prevedibilità della risposta penale: interpretazioni giurisprudenziali dubbie e soluzioni de jure condendo, en Rivista trimestrale 
di diritto penale dell’economia, 2021, 672.

genéricas de mera gestión de los mismos (en cuanto a 
su “sustitución” y/o “transferencia”)54.

En conclusión, dados los resultados no decisivos 
obtenidos a nivel represivo por la imposibilidad antes 
mencionada de garantizar uniformidad regulatoria y de 
aplicación a las disciplinas represivas, es legítimo pre-
guntarse si la optimización de un sistema administrati-
vo-disciplinario no puede resultar decisiva.

La sujeción a formas de supervisión regulatoria y 
prudencial de todas las actividades que puedan ser uti-
lizadas con fines de blanqueo de capitales y el fortale-
cimiento de las autoridades responsables de ello, o su 
implantación para los sectores en los que actualmente 
no se contemplan, permitiría indudablemente prevenir 
gran parte de las conductas, que hoy son instrumentales 
para las operaciones de lavado de activos, contribuyen-
do a la reducción del fenómeno y a la restricción, en un 
contexto limitado y residual, de la intervención penal.

Al mismo tiempo, una articulación más correcta y 
funcional de la disciplina penal del blanqueo de capi-
tales debería liberarse también de la relevancia domi-
nante que siguen teniendo aquellos requisitos de obs-
taculización del origen ilícito en los que se centran los 
principales casos de referencia. En efecto, se trata de 
aspectos poco relevantes en la perspectiva de la pro-
tección del orden económico (que, no por casualidad, 
la propia jurisprudencia tiende a situar en un segundo 
plano) y que sólo parecen justificables con vistas a la 
protección de la administración de justicia, lo que, sin 
embargo, no permite por sí solo que la incriminación 
del blanqueo de capitales sea verdaderamente inde-
pendiente, liberándola de los espacios, por otra parte 
todavía persistentes, de una posible violación del ne bis 
in idem.

Ciertamente conforme a las obligaciones de la UE, 
podría resultar también una reforma más general del 
sistema global de delitos de blanqueo de capitales, que, 
sin renunciar (siendo así impuesta) a la consideración 
(y sanción) de las conductas de “ocultación” o “disimu-
lación” de “la verdadera naturaleza, procedencia, ubi-
cación, disposición, movimiento, titularidad de bienes 
o derechos” de procedencia ilícita (como prevé el art. 3 
de la Directiva (UE) 2018/1673), sin embargo, asigna 
mayor centralidad al delito de “Utilización de dinero, 
bienes o beneficios de procedencia ilícita”, previsto 
ahora en el artículo 648-ter del Código Penal, liberando 
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la regulación de este delito de aquella cláusula de sub-
sidiariedad hacia las hipótesis separadas de los artícu-
los 648 y 648-bis del Código Penal, que, de hecho, ha 
relegado a los márgenes de la atención jurisprudencial 
el ámbito de relevancia de las conductas que realmente 
contaminan el mercado a través de la inyección de ga-
nancias adquiridas ilícitamente55.

Desde el punto de vista de una acción moderna y 
funcional de “lucha contra el blanqueo de capitales me-
diante el derecho penal”, el proceso de revisión norma-
tiva necesario para lograr una reorganización renovada 
y eficaz de la normativa actualmente en vigor parece, 
por tanto, aún incompleto. Y el camino correcto, en este 

55 En este sentido, véase bellaGamba F., La riforma, cit., 451.

sentido, no puede ser ciertamente el de proceder, como 
ha ocurrido hasta ahora, con intervenciones novelísti-
cas parciales y fragmentarias. Tras décadas de correc-
ciones adicionales, a menudo descoordinadas, la vía 
para conseguir una legislación más eficaz en la lucha 
contra el blanqueo de capitales debe pasar por una re-
formulación integral de todas las infracciones penales 
actuales, llevada a cabo sobre la base de una clarifica-
ción previa de los bienes jurídicos (en primer lugar, el 
de la protección del mercado y la libre competencia) en 
los que el uso del derecho penal debe centrar su ámbito 
de intervención principal.
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